Bogotá D.C., octubre de 2026.


Honorable Representante
JOSÉ JAIME USCÁTEGUI PASTRANA
PRESIDENTE
COMISIÓN PRIMERA DE LA CÁMARA DE REPRESENTANTES
Ciudad


Referencia:	Informe de ponencia para segundo debate al Proyecto de Ley Estatutaria 037 de 2026 cámara “por medio del cual se adoptan medidas de acción afirmativa para garantizar la participación representativa de las víctimas del conflicto armado interno en las diferentes ramas y órganos del poder público y se dictan otras disposiciones”.
Respetado Presidente, 
En cumplimiento del encargo hecho por la Honorable Mesa Directiva de la Comisión Primera de la Cámara de Representantes, y de conformidad con lo establecido en el Artículo 156 de la Ley 5ª de 1992, presento informe de ponencia para segundo debate del Proyecto de Ley Estatutaria de la referencia, a fin de que se discuta en la Plenaria de la H. Cámara de Representantes. 
Cordialmente, 
	

NIXON PERDOMO JURAGARO
Representante a la Cámara por CITREP 5
 Ponente
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INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE EN LA PLENARIA DE LA CÁMARA DE REPRESENTANTES AL PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA 037 DE 2026 CÁMARA “POR MEDIO DEL CUAL SE ADOPTAN MEDIDAS DE ACCIÓN AFIRMATIVA PARA GARANTIZAR LA PARTICIPACIÓN REPRESENTATIVA DE LAS VÍCTIMAS DEL CONFLICTO ARMADO INTERNO EN LAS DIFERENTES RAMAS Y ÓRGANOS DEL PODER PÚBLICO Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”
I. Trámite de la iniciativa.
El presente Proyecto de Ley de autoría de los Honorables Representantes Alejandro Castillo Gaitán, Arnulfo Mina, Edinson Rodríguez Canchimbo, Esneyder Gómez, María Janeth Sabogal Robles, Nixon Perdomo Juragaro, fue radicado el 21 de julio de 2026.
El texto radicado fue publicado en la Gaceta 906 del 31 de julio de 2026.
La Mesa Directiva Comisión Primera Constitucional Permanente de la Cámara de Representantes, Presidida por el H. Representante José Jaime Uscátegui Pastrana, designó al suscrito Representante a la Cámara como Ponente único para este Proyecto de Ley.
Previo al inicio de la discusión en la Comisión Primera de la Cámara se determinó por parte del ponente y los integrantes de esa célula legislativa que, por tratarse de un proyecto que toca el núcleo esencial del derecho a la igualdad, se dé trámite a esta iniciativa como proyecto de ley estatutaria, pese a que inicialmente fue radicada como ordinaria, por lo que la iniciativa fue votada con las mayorías requeridas para este tipo de proyectos de conformidad con lo dispuesto en la Constitución y la Ley 5 de 1993.
La Comisión Primera Constitucional Permanente de la Cámara de Representantes aprobó este Proyecto de Ley en primer debate en sesión del 23 de septiembre de 2026. 
II. Objeto del Proyecto de Ley
El Proyecto de Ley Estatutaria tiene por objeto establecer medidas de acción afirmativa de carácter vinculante para garantizar que las víctimas del conflicto armado interno accedan a espacios de representación efectiva y decisoria en las diferentes ramas del poder público, órganos autónomos y de control. El objetivo es que quienes sufrieron las consecuencias directas de la guerra no sean solo destinatarios pasivos de las políticas del Estado, sino que, desde los niveles directivos y asesor, se conviertan en constructores activos de la administración pública y de la paz territorial.
III. Justificación de la exposición de motivos

La representación directa de las víctimas del conflicto armado en las esferas de decisión del poder público ha sido una deuda histórica en Colombia. Al revisar los antecedentes legislativos en el Congreso de la República, se evidencia una ausencia de iniciativas de rango legal ordinario o estatutario orientadas a fijar cuotas obligatorias de empleabilidad pública para esta población.

Los esfuerzos del Estado se han limitado a políticas públicas de carácter administrativo y temporal. Por ejemplo, mediante el Decreto Ley 894 de 2017 (incorporado en el Decreto 1083 de 2015, Art. 2.2.6.20), el Gobierno Nacional estableció la condición de víctima del conflicto armado únicamente como un criterio subsidiario de desempate en los concursos de méritos de la Comisión Nacional del Servicio Civil. Sin embargo, esta medida reglamentaria no garantiza una cuota fija de participación en los niveles decisorios, resultando insuficiente frente a las exigencias del posconflicto.

El conflicto armado en Colombia ha dejado cicatrices profundas en el tejido social, marginando históricamente a millones de ciudadanos de las oportunidades de desarrollo y de la toma de decisiones estatales. En la actualidad, las cifras oficiales del Registro Único de Víctimas (RUV), referenciadas recientemente por la Defensoría del Pueblo en sus informes institucionales sobre la implementación de políticas de paz, confirman que existen 9.888.182 personas registradas formalmente como víctimas del conflicto armado. Esta abrumadora realidad demográfica evidencia una crisis estructural de exclusión, la cual también ha sido documentada exhaustivamente por organizaciones internacionales como el Consejo Noruego para Refugiados (NRC), entidad que en sus informes advierte cómo la prolongación de la violencia y el desplazamiento siguen acorralando a la población y truncando la construcción de nuevos proyectos de vida.

El problema central que soluciona esta iniciativa legislativa radica en la enorme insuficiencia del actual modelo de reparación institucional frente a un grupo poblacional que representa cerca del 20% de los habitantes del país. Aunque que el Estado colombiano ha impulsado políticas para compensar a esta población, facilitando indemnizaciones económicas y abriendo beneficios y cupos preferenciales para el acceso a la educación técnica y superior, este enfoque se ha quedado corto frente a las realidades del mercado laboral público. Resulta un contrasentido jurídico e institucional formar académicamente a miles de víctimas si, al momento de ejercer sus profesiones, se encuentran con un aparato estatal que les cierra las puertas en los niveles directivos y de toma de decisiones.

Bajo esta óptica, es imperioso cuestionar la desproporción abismal que existe entre la cantidad de víctimas capacitadas en el país y sus escasas oportunidades para ocupar cargos de dirección institucional. Brindar educación para luego limitar a esta población a roles exclusivamente operativos, técnicos o a contrataciones temporales por prestación de servicios no constituye una reparación integral; por el contrario, es perpetuar su exclusión de las esferas del poder. En un escenario genuino de posconflicto, resulta insostenible que quienes padecieron directamente los rigores de la guerra no tengan asiento en las altas direcciones donde se formulan, coordinan y ejecutan las políticas públicas del Estado.

La urgencia de aprobar este proyecto se fundamenta, por ende, en la materialización de la garantía de no repetición y en la consolidación de una verdadera equidad democrática. Integrar a las víctimas en los altos niveles del Ejecutivo, el Legislativo, la Rama Judicial y los entes de control (siempre y cuando se cumpla con los requisitos para el cargo, en respeto del principio del mérito) asegura que la memoria histórica y el enfoque diferencial territorial rijan transversalmente el funcionamiento del Estado. Al imponer por ley la provisión de altos cargos bajo cuotas obligatorias, se dignifica el perfil profesional de los sobrevivientes, demostrando que la paz no se materializa únicamente entregando un subsidio o un diploma, sino redistribuyendo efectivamente la autoridad y el poder administrativo de la nación.

I. MARCO JURÍDICO

El sustento jurídico que avala la viabilidad constitucional de este proyecto encuentra su pilar principal en el mandato de igualdad material contenido en la Carta Política. Adicionalmente, las siguientes normas sirven como sustento jurídico de lo que se pretente y propone este Proyecto de Ley:
1. Bloque de Constitucionalidad y Derecho Internacional.

La participación en la dirección de los asuntos públicos en condiciones de igualdad es un derecho humano protegido por instrumentos internacionales ratificados por Colombia, tales como los siguientes:

· Convención Americana sobre Derechos Humanos -Pacto de San José: El artículo 23 establece el derecho de todos los ciudadanos a participar en la dirección de los asuntos públicos y a tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país.
· Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos -PIDCP-: El artículo 25 consagra prerrogativas idénticas, obligando a los Estados a remover los obstáculos estructurales que impidan el acceso efectivo al poder público de poblaciones marginadas.
· Principios de Joinet y Resolución 60/147 de la ONU: Establecen las directrices sobre el derecho de las víctimas a la reparación integral, la cual incluye medidas de restitución y rehabilitación cívica plena frente a los daños causados por el conflicto armado.
2. Constitución Política de Colombia

La Constitución Política impone mandatos directos para corregir desigualdades históricas a través de intervenciones legislativas, entre ellas las siguientes:

· Artículo 13 - Igualdad Material y Acciones Afirmativas: Impone al Estado el deber de promover condiciones para que la igualdad sea real y efectiva, adoptando medidas en favor de grupos discriminados o marginados, categoría en la cual se subsumen las víctimas del conflicto armado.
· Artículo 40, num. 7 - Participación en el Poder Político: Garantiza el derecho a participar en la conformación, ejercicio y control del poder político, incluyendo el acceso al desempeño de funciones y cargos públicos.
· Artículo 125 - Mérito y sus excepciones: Faculta al legislador para determinar excepciones al mérito como regla general de acceso a la función pública y establece sistemas específicos para la provisión de empleos en los órganos del Estado.
3. Marco Legal y precedentes normativos

La viabilidad técnica de fijar porcentajes obligatorios en altos cargos ya cuenta con un desarrollo legislativo previo que constituye antecedente de lo propuesto en esta iniciativa:

· Ley 581 de 2000 - Ley de Cuotas: Reglamentó la adecuada y efectiva participación de la mujer en los niveles decisorios de las diferentes ramas y órganos del poder público, fijando un mínimo del 30% en los cargos de Máximo Nivel Decisorio y Otros Niveles Decisorios. Este es el precedente directo que demuestra la competencia del Congreso para establecer cuotas de inclusión en la administración pública.
· Ley 1448 de 2011 - Ley de Víctimas: En su artículo 25 consagra el derecho a la reparación integral, que incluye medidas de satisfacción y garantías de no repetición. La inclusión en la alta dirección pública materializa esta garantía al empoderar a la víctima en la construcción de la institucionalidad.
· Decreto 1083 de 2015, Art. 2.2.6.20, adicionado por el Decreto 894 de 2017: Establece la condición de víctima como criterio de desempate en concursos de méritos. Este proyecto de ley eleva y amplía esa intención administrativa a un mandato legal obligatorio para niveles decisorios (cargos de libre nombramiento y remoción).
4. Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una de Paz Estable y Duradera 
El punto 5 del Acuerdo de Paz suscrito en 2016 por el Estado colombiano, vinculante como política de Estado, establece como eje central la reparación integral y los derechos políticos de las víctimas. La participación en los cargos directivos del Estado materializa el principio de inclusión democrática exigido en la fase de implementación del posconflicto.
5. Jurisprudencia de la Corte Constitucional

El máximo tribunal ha blindado jurídicamente el uso de cuotas obligatorias en el empleo público como mecanismo de reparación e igualdad material:

· Sentencia C – 371 de 2000 M.P. Carlos Gaviria Díaz: Al revisar la exequibilidad de la Ley 581 de 2000, la Corte determinó que las cuotas de participación en cargos públicos de dirección (discriminación positiva) son plenamente constitucionales, pues no violan el derecho a la igualdad, sino que lo realizan materialmente al equiparar a poblaciones históricamente excluidas.
· Sentencia C – 161 de 2016 M.P. Luis Ernesto Vargas Silva: Reitera que las víctimas del conflicto armado gozan de especial protección constitucional y que el legislador tiene un amplio margen de configuración para diseñar medidas afirmativas que garanticen sus derechos prevalentes y su efectiva reincorporación social y política.

6. Derecho comparado: modelos internacionales de inclusión posconflicto

El análisis de derecho comparado demuestra que la implementación de cuotas obligatorias y acciones afirmativas en el empleo público es un estándar internacional recurrente en Estados que atraviesan procesos de justicia transicional. Los modelos de Ruanda y Sudáfrica ilustran cómo la reserva de cargos en los niveles decisorios se utiliza como garantía de no repetición y reparación material.
· República de Ruanda: Inclusión Constitucional y Reparación Institucional

Tras el genocidio de 1994, el Estado ruandés reestructuró su administración pública empleando mandatos de inclusión obligatoria para las poblaciones victimizadas y subrepresentadas. Este modelo no operó mediante simples directrices administrativas, sino que se elevó a rango constitucional y legal.

· La Constitución de la República de Ruanda de 2003 (revisada en 2015) consagra en su preámbulo y en el Artículo 9 la obligación del Estado de erradicar las divisiones y garantizar el reparto del poder. Esto se materializó en cuotas fijas (como el mínimo del 30% para mujeres en todos los órganos de decisión) que sentaron la base de la reconstrucción institucional inclusiva. Paralelamente, la Ley No. 69/2008 estructuró el Fondo de Asistencia a los Sobrevivientes del Genocidio (FARG), estableciendo la obligación estatal de integrar a las víctimas en la estructura productiva y administrativa del país.
· República de Sudáfrica: Ley de Equidad en el Empleo (Posapartheid)

El modelo sudafricano es el referente dogmático más preciso en materia de cuotas obligatorias de empleo en escenarios de posconflicto. Para desmantelar la exclusión estructural, el legislador sudafricano impuso cuotas vinculantes en toda la administración pública y en el sector privado para grupos históricamente marginados.

· La Constitución de 1996 (Sección 9, cláusula de igualdad) habilitó al legislador para crear leyes que protegieran a grupos en desventaja. Esto derivó en la Ley de Equidad en el Empleo (Employment Equity Act, No. 55 de 1998). En su Capítulo III, esta ley obliga a los empleadores, especialmente a los órganos del Estado, a implementar medidas de acción afirmativa ("Affirmative Action Measures"). Esto incluye el deber legal de establecer metas numéricas y cuotas representativas para asegurar la participación equitativa de las víctimas del apartheid en todos los niveles ocupacionales, imponiendo sanciones por incumplimiento.
IV. Impacto Fiscal
En cumplimiento estricto de la técnica legislativa y presupuestal, se determina que la presente iniciativa legislativa no genera impacto fiscal sobre las finanzas de la Nación ni altera el Marco Fiscal de Mediano Plazo (MFMP). A continuación, se expone la fundamentación técnica y los extractos jurisprudenciales que avalan esta postura:

1. Ausencia de ordenación de gasto público nuevo.

Desde la perspectiva técnica empleada por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, un proyecto genera impacto fiscal cuando ordena apropiaciones presupuestales nuevas, crea entidades o amplía la planta de personal del Estado.

Este proyecto de ley no ordena la creación de nuevos empleos, ni modifica el régimen o las escalas salariales vigentes. La iniciativa se limita a establecer un porcentaje (cuota) obligatorio como criterio de provisión para las vacantes de niveles decisorios que ya existen y que ya se encuentran plenamente financiadas e incorporadas anualmente en los rubros de "Gastos de Funcionamiento - Servicios Personales" del Presupuesto General de la Nación. Al tratarse exclusivamente de un cambio en la composición sociodemográfica del personal a contratar (quién ocupa el cargo) y no de una expansión administrativa (crear más cargos), el gasto agregado del Estado se mantiene intacto, por lo que no es exigible identificar una fuente sustitutiva de ingresos.

2. Inaplicabilidad de las exigencias del artículo 7 de la Ley 819 de 2003

La Corte Constitucional ha consolidado una línea jurisprudencial estricta sobre el alcance del artículo 7 de la Ley 819 de 2003. El alto tribunal ha aclarado que no toda iniciativa legislativa requiere un estudio exhaustivo de impacto fiscal, limitando esta carga procesal únicamente a los proyectos que efectivamente ordenan un gasto o conceden beneficios tributarios.

Para evitar objeciones por vicios de trámite, este proyecto se acoge de manera verificable a los siguientes pronunciamientos:
· Sentencia C – 425 de 2023: - Metodología de Evaluación: La Corte unificó y fijó las reglas exactas para exigir los análisis fiscales en el Congreso, estableciendo textualmente la siguiente directriz:
“Determinar si la norma objeto de estudio ordena un gasto o establece un beneficio tributario. (...) Si la disposición no ordena un gasto ni establece un beneficio tributario, no resulta necesario acreditar que se analizó su impacto fiscal".
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Tabla 2. Metodología utilizada por la Corte para establecer si una norma legal cumplió con la exigencia de análisis de impacto fiscal (art. 7 de la Ley 819 de 2003).

· Sentencia C – 134 de 2023: - Exención directa de la norma: Al evaluar disposiciones legales que reestructuraban aspectos institucionales sin inyectar recursos adicionales, la Corte ratificó de forma clara que, si una disposición "no ordena un gasto público específico y, por tanto (...) no era necesario cumplir con las reglas del artículo 7 de la Ley 819 de 2003".
V. Proposiciones en primer debate

Durante el trámite en primer debate se presentaron las siguientes proposiciones que fueron dejadas como constancia por parte de sus respectivos proponentes, además de las que fueron aprobadas y que entraron a hacer parte del texto aprobado por la Comisión Primera:

	Art. 
	Modificación
	Proponente

	3
	Adiciónese el siguiente parágrafo: La UARIV deberá expedir la certificación de acreditación en el RUV dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la solicitud, cuando esta se requiera para un proceso de selección o provisión de empleo público. La demora injustificada en la expedición de la certificación no podrá ser invocada como causal para incumplir las cuotas establecidas en esta ley.
	H.R. Astrid Sánchez Montes de Oca

	4
	Modifíquese el artículo, así:  En la aplicación de las cuotas y medidas establecidas en la presente ley, las entidades públicas deberán adoptar un enfoque diferencial que priorice la participación de mujeres víctimas, personas LGBTIQ+ víctimas, personas en condición de discapacidad y miembros de grupos étnicos afectados por el conflicto.
	H.R. Alejandra Gabriela Abasolo Gómez

	4
	Modifíquese el artículo, así: En la aplicación de las cuotas y medidas establecidas en la presente ley, las entidades públicas deberán adoptar un enfoque diferencial que priorice la participación de mujeres víctimas, personas en condición de discapacidad, y miembros de grupos étnicos afectados por el conflicto y miembros de la Fuerza Pública y familiares que tengan la calidad de víctimas del conflicto armado interno y se encuentren debidamente inscritos en el Registro Único de Víctimas (RUV), de conformidad con la normatividad vigente.
	H.R. José Jaime Uscátegui Pastrana

	4
	Modifíquese el artículo, así: Enfoque diferencial, de género y territorial. En la aplicación de las cuotas y medidas establecidas en la presente ley, las entidades públicas deberán adoptar un enfoque diferencial, de género y territorial, que reconozca las particularidades socioeconómicas, culturales y territoriales de las víctimas del conflicto armado interno y priorice la participación de mujeres víctimas, personas con discapacidades, miembros de grupos étnicos afectados por el conflicto y personas víctimas residentes en municipios priorizados por los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET)
	H.R. James Mosquera Torres

	4
	Adiciónese el siguiente parágrafo: En desarrollo del enfoque diferencial y territorial previsto en el presente artículo, las entidades públicas deberán considerar las particularidades de las personas víctimas pertenecientes a comunidades negras, afrocolombianos, raizales y palenqueras, pueblos indígenas y demás grupos étnicos, incluidas aquellas que ejerzan funciones de autoridad o representación en consejos comunitarios, resguardos indígenas u otras formas propias de organización étnica, siempre que se encuentren acreditadas como víctimas en el Registro Único de Víctimas y cumplan los requisitos exigidos para el respectivo pago.
	H.R. James Mosquera Torres

	4
	Adiciónese el siguiente parágrafo: Del porcentaje total de la cuota del diez porciento (10%) obligatoria de vinculación de víctimas establecida en la presente ley, al menos el cincuenta por ciento (50%) de las plazas provistas en cada entidad deberán ser ocupadas por mujeres víctimas, aplicando un criterio de paridad de género.
	H.R. Camilo Alfonso Torres Prada

	5
	Adiciónese el siguiente parágrafo:  En el caso de las entidades públicas cuya sede principal o jurisdicción corresponda a alguno de los municipios priorizados por los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET), el porcentaje de cargos de máximo nivel decisorio previsto en este artículo no será inferior al veinte por ciento (20%), en atención al mayor impacto del conflicto armado interno en dichos territorios.
	H.R. Paola Andrea Quiñones D´haro

	5
	Adiciónese el siguiente parágrafo: En la provisión de los cargos sujetos a la cuota establecida en el presente artículo, y siempre que se encuentren acreditados los requisitos constitucionales, legales, técnicos y profesionales exigidos para el cargo, las entidades nominadoras procurarán priorizar la vinculación de persona víctimas del conflicto armado interno residentes en municipios priorizados por los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET), de conformidad con el enfoque territorial establecidos en la presente ley.
	H.R. James Mosquera Torres

	5
	Adiciónense los siguientes parágrafos: 
Parágrafo 1: Para efectos de la aplicación de esta ley, se entiende por cargos de máximo nivel decisorio, entre otros, los siguientes: Ministros, Directores de Departamento Administrativo, Viceministros, Superintendentes, Directores y Subdirectores de Unidades Administrativas Especiales, Secretarios Generales, Directores de Superintendencia, Gerentes o Directores Generales de entidades descentralizadas del orden nacional, y sus equivalentes en el orden territorial.

Parágrafo 2: Las entidades obligadas deberán identificar y reportar anualmente al Departamento Administrativo de la Función Pública el listado de cargos que, conforme a su planta de personal, correspondan a la categoría de máximo nivel decisorio.
	H.R. Astrid Sánchez Montes de Oca

	6
	Adiciónese el siguiente parágrafo:  En el caso de las entidades públicas cuya sede principal o jurisdicción corresponda a alguno de los municipios priorizados por los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET), el porcentaje de cargos de máximo nivel decisorio previsto en este artículo no será inferior al veinte por ciento (20%), en atención al mayor impacto del conflicto armado interno en dichos territorios.
	H.R. Paola Andrea Quiñones D´haro

	6
	Modificación del artículo y adición de parágrafo: 
Al menos el diez por ciento (10%) de los cargos que correspondan a libre nombramiento y remoción, de la rama ejecutiva, del personal administrativo de la rama legislativa y de los demás órganos del poder público, diferentes a los contemplados en el artículo anterior, y que tengan atribuciones de dirección y mando en la formulación, planeación, coordinación, ejecución y control de las acciones y políticas del Estado, en los niveles nacional, departamental, distrital y municipal, incluidos los cargos de libre nombramiento y remoción de la rama judicial, deberán ser provistos con personas que se encuentren acreditadas en el Registro Único de Víctimas y que cumplan con los requisitos constitucionales, legales, técnicos y profesionales exigidos para el respectivo cargo.

Parágrafo: La aplicación de la cuota prevista en el presente artículo se efectuará respetando las disposiciones constitucionales y legales que regulen el acceso a los empleos públicos, los principios de mérito, igualdad, imparcialidad y las reglas propias de los sistemas de carrera administrativa, cuando resulten aplicables.
	H.R. Manuel Orlando Correa Bedoya

	6 
	Adiciónese el siguiente parágrafo: El Departamento Administrativo de la Función Pública establecerá, mediante concepto de carácter general, los criterios objetivos para identificar los cargos comprendidos en este artículo, dentro de los seis (6) meses siguientes a la promulgación de la presente ley.
	H.R. Astrid Sánchez Montes de Oca

	7
	Adiciónese el siguiente parágrafo: Para las entidades ubicadas en municipios PDET, el plazo de progresividad previsto en este artículo se aplicará sobre la meta del veinte por ciento (20%) establecida en los artículos 5 y 6 de la presente ley, alcanzando un mínimo del cinco por ciento (5%) anual.
	H.R. Paola Andrea Quiñones D´haro

	7
	Adiciónese el siguiente parágrafo: En los municipios de categorías quinta (5°) y sexta (6°), si tras una convocatoria pública de libre nombramiento y remoción no se cuenta con aspirantes víctimas que cumplan con los perfiles e idoneidad exigida, el DAFP y la ESAP apoyarán técnicamente la busqueda regional. Si se certifica plenamente la ausencia de oferta calificada, el nominador estará exento de la sanción disciplinaria consagrada en el Artículo 10 de la presente ley para esa vacante específica.
	H.R. Camilo Alfonso Torres Prada

	7
	Adiciónese el siguiente parágrafo: Cuando, adelantada una convocatoria pública para proveer un cargo sujeto a la cuota, no se presente aspirante inscrito en el Registro único de Víctimas que cumplan los requisitos del empleo, el nominador podrá proveerlo con otra persona, mediante acto motivado del que se enviará copia a la Procuraduría General de la Nación. En tal caso la provisión no constituirá incumplimiento de la cuota.
	H.R. Franklin Lozano de la Ossa



VI. Pliego de modificaciones

De conformidad con lo discutido en el primer debate, el ponente considera necesario ajustar el artículo 4 del Proyecto a fin de incluir grupos de víctimas específicas en el enfoque diferencial tal como se muestra a continuación:

	Texto aprobado en primer debate
	Texto propuesto para segundo debate

	Artículo 4. Enfoque diferencial y de género. En la aplicación de las cuotas y medidas establecidas en la presente ley, las entidades públicas deberán adoptar un enfoque diferencial que priorice la participación de mujeres víctimas, personas en condición de discapacidad y miembros de grupos étnicos afectados por el conflicto.
	Artículo 4. Enfoque diferencial y de género. En la aplicación de las cuotas y medidas establecidas en la presente ley, las entidades públicas deberán adoptar un enfoque diferencial que priorice la participación de los siguientes grupos de personas que tengan la calidad de víctimas del conflicto armado interno: mujeres víctimas, personas en condición de discapacidad, miembros de la Fuerza Pública y familiares, de la comunidad LGBTIQ+ y miembros de grupos étnicos afectados por el conflicto.



VII. Conflicto de Intereses 
Siguiendo lo dispuesto por el artículo 3 de la Ley 2003 2019, que modifica el artículo 291 de la Ley 5 de 1992, en que se dispone el incluir “(…) un acápite que describa las circunstancias o eventos que podrían generar un conflicto de interés para la discusión y votación del proyecto, de acuerdo al artículo 286”, se plantea lo siguiente. 
El ponente, siguiendo la jurisprudencia del Consejo de Estado sobre este tema, considera que el presente proyecto de ley no genera conflictos de interés para su discusión y votación por cuanto se trata de un proyecto de carácter general que no crea un beneficio o perjuicio particular, actual y directo; sin embargo, cada Congresista deberá evaluar si, en su caso particular y el de sus parientes en los grados establecidos en la Ley, hay o no un conflicto de interés respecto de lo propuesto en este Proyecto de Ley.
En todo caso, lo aquí considerado no obsta para que la o el congresista que estime que, por el contenido de lo propuesto en esta iniciativa podría estar inmerso en un conflicto de interés, así lo declare antes de iniciar el debate de este proyecto. 
VII. Proposición 
[bookmark: _Hlk51863805]Con fundamento en estas consideraciones, presento PONENCIA FAVORABLE al Proyecto de Ley Estatutaria 037 de 2026 Cámara “Por medio del cual se adoptan medidas de acción afirmativa para garantizar la participación representativa de las víctimas del conflicto armado interno en las diferentes ramas y órganos del poder público y se dictan otras disposiciones”, para que se dé segundo debate en la Plenaria de la Cámara de Representantes, de acuerdo con el pliego de modificaciones y el texto propuesto aquí incluido. 
Del Representante a la Cámara,

	
NIXON PERDOMO JURAGARO
Ponente





TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE EN LA PLENARIA DE LA CÁMARA DE REPRESENTANTES AL PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA 037 DE 2026 CÁMARA “POR MEDIO DE LA CUAL SE ADOPTAN MEDIDAS DE ACCIÓN AFIRMATIVA PARA GARANTIZAR LA PARTICIPACIÓN REPRESENTATIVA DE LAS VÍCTIMAS DEL CONFLICTO ARMADO INTERNO EN LAS DIFERENTES RAMAS Y ÓRGANOS DEL PODER PÚBLICO Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”
EL CONGRESO DE COLOMBIA
DECRETA:
	Artículo 1. Objeto. La presente Ley tiene por objeto establecer medidas de acción afirmativas conforme a los mandatos constitucionales que exigen por parte del Estado promover las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva, adoptando medidas en favor de las víctimas del conflicto armado interno como población que ha sufrido una desventaja histórica y estructural para garantizar su participación efectiva y decisoria en todos los niveles de las ramas del poder y órganos de control. Estas medidas buscan materializar el derecho a la reparación integral y a la no repetición.

	Artículo 2: Ámbito de aplicación. Las disposiciones contenidas en esta Ley son de obligatorio cumplimiento para las ramas Ejecutiva, Legislativa y Judicial del poder público, así como para los órganos de control, la organización electoral y los entes autónomos e independientes, en los niveles nacional, departamental, distrital y municipal.

	Artículo 3. Población beneficiaria. Serán beneficiarias de las medidas de acción afirmativa dispuestas en la presente ley, las personas que, cumpliendo con el perfil requerido para ocupar el cargo público, se encuentren debidamente acreditadas en el Registro Único de Víctimas (RUV) a cargo de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas (UARIV).
PARÁGRAFO 1. Para efectos de la aplicación de las cuotas y medidas de que trata la presente Ley, toda referencia a personas acreditadas en el Registro Único de Víctimas (RUV) se entenderá igualmente hecha a quienes acrediten su condición de víctima del conflicto armado mediante providencia judicial en firme, proferida en el marco de los procesos transicionales de Justicia y Paz (Ley 975 de 2005) o de la Jurisdicción Especial para la Paz (Ley 1922 de 2018).
PARÁGRAFO 2. Queda estrictamente prohibido a los nominadores exigir certificaciones físicas del Registro Único de Víctimas (RUV) a los aspirantes. El Departamento Administrativo de la Función Pública (DAFP) y la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas (UARIV) garantizarán la interoperabilidad digital de sus bases de datos para que la verificación del estado de víctima se realice de manera directa y en línea por la entidad contratante.

	Artículo 4. Enfoque diferencial y de género. En la aplicación de las cuotas y medidas establecidas en la presente ley, las entidades públicas deberán adoptar un enfoque diferencial que priorice la participación de los siguientes grupos de personas que tengan la calidad de víctimas del conflicto armado interno: mujeres, personas en condición de discapacidad, miembros de la Fuerza Pública y familiares, de la comunidad LGBTIQ+ y de grupos étnicos afectados por el conflicto.

	Artículo 5. Cuotas de representación en el nivel máximo decisorio. Al menos el diez por ciento (10%) de los cargos de máximo nivel decisorio, entendidos estos como aquellos que corresponden a quienes ejercen la máxima dirección y conducción institucional conforme a las definiciones de la Ley 581 de 2000 y la Ley 909 de 2004, en los Ministerios, Departamentos Administrativos, Superintendencias, Unidades Administrativas Especiales y entidades descentralizadas del orden nacional y territorial, deberán ser provistos con personas que se encuentren acreditadas en el RUV y que cumplan con los requisitos técnicos y profesionales para el cargo.
El Departamento Administrativo de la Función Pública, con base en los registros de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas (UARIV), actualizará anualmente el reporte de cumplimiento de este porcentaje, el cual servirá de fundamento para la revisión de que trata el artículo nueve de la presente ley.

	Artículo 6. Cuotas de representación en otros niveles decisorios. Al menos el diez por ciento (10%) de los cargos que correspondan a libre nombramiento y remoción, de la rama ejecutiva, del personal administrativo de la rama legislativa y de los demás órganos del poder público, diferentes a los contemplados en el artículo anterior, y que tengan atribuciones de dirección y mando en la formulación, planeación, coordinación, ejecución y control de las acciones y políticas del Estado, en los niveles nacional, departamental, distrital y municipal, incluidos los cargos de libre nombramiento y remoción de la rama judicial, deberán ser provistos con personas que se encuentren acreditadas en el Registro Único de Víctimas y que cumplan con los requisitos técnicos y profesionales para el cargo.

	Artículo 7. Progresividad. Las entidades a quienes aplica la presente ley tendrán un plazo de cuatro (4) años, alcanzando un mínimo del dos punto cinco por ciento (2.5%) anual, contados a partir de la promulgación de esta ley, para alcanzar progresivamente el porcentaje de participación del diez por ciento (10%) establecidos en esta Ley.
PARÁGRAFO 1. El avance mínimo anual será de dos punto cinco por ciento (2.5%) del total de los cargos sujetos a la cuota. Al final del primer año, el porcentaje mínimo será del 2.5%; al final del segundo año, del 5%; al final del tercer año, del 7.5%; y al final del cuarto año, del 10%.
PARÁGRAFO 2. Para efectos de la aplicación de la progresividad prevista en éste artículo, las entidades deberán determinar previamente el universo de cargos sobre el cual se calcula la respectiva cuota, de conformidad con la naturaleza de los empleos y el régimen constitucional y legal aplicable.

	Artículo 8. Principio de preferencia en concursos de méritos. En estricta garantía del principio constitucional del mérito, en todos los concursos públicos adelantados por la Comisión Nacional del Servicio Civil (CNSC), la Rama Judicial y demás entidades con régimen especial, cuando se presente un empate en el puntaje total consolidado durante la conformación de la lista de elegibles, el respectivo nominador o entidad administradora del concurso deberá resolver el empate de manera obligatoria y preferente a favor del aspirante que acredite su calidad de víctima del conflicto armado interno mediante certificación del RUV.

	Artículo 9. Nombramientos en provisionalidad. Las entidades del Estado, al momento de proveer vacancias temporales o definitivas mediante nombramientos en provisionalidad, deberán priorizar en igualdad de condiciones técnicas y profesionales a las personas acreditadas en el RUV.

	Artículo 10. Sistema de Registro. El Departamento Administrativo de la Función Pública (DAFP), en coordinación con la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas (UARIV), creará y administrará un módulo especial dentro del Sistema de Información y Gestión del Empleo Público (SIGEP), donde se registrará el banco de hojas de vida de víctimas de conflicto armado, clasificadas por perfil profesional, experiencia y ubicación geográfica.

	Artículo 11. Autorizar al Departamento de la Función Pública que dentro de su banco de hojas de vida, se cree un ítem para víctimas del conflicto armado que aspiren a cargos.

	Artículo 12. Imposibilidad objetiva de cumplimiento. En aquellos casos en los que, previa verificación, no existan personas acreditadas en el Registro Único de Víctimas que cumplan simultáneamente con el perfil y los requisitos constitucionales, legales, técnicos y profesionales exigidos para la provisión de los cargos sujetos a las cuotas establecidas en la presente ley, o cuando por razones jurídicas o de la naturaleza del empleo no resulte materialmente procedente su aplicación, la entidad obligada deberá dejar constancia expresa y motivada de dicha circunstancia en el respectivo proceso de provisión y reportarla en el informe de seguimiento correspondiente. 
La imposibilidad objetiva debidamente acreditada no constituirá, por sí misma, incumplimiento de las cuotas previstas en la presente ley ni dará lugar a responsabilidad administrativa o disciplinaria, sin perjuicio de los deberes de planeación, seguimiento y adopción de medidas que permitan avanzar progresivamente en el cumplimiento de las mismas. 

	Artículo 13. Capacitación y formación especializada para el Liderazgo Público. La Escuela Superior de Administración Pública (ESAP) diseñará, financiará y ejecutará de forma permanente y gratuita programas especiales de capacitación, diplomados y posgrados en alta gerencia y gestión pública, orientados exclusivamente a las personas acreditadas en el RUV.

	Artículo 14. Vigilancia, control y régimen disciplinario. La Procuraduría General de la Nación, será la entidad encargada de vigilar el estricto cumplimiento de las disposiciones aquí establecidas. El nominador que omita o incumpla de manera injustificada la provisión de vacantes respetando las cuotas de participación representativa exigidas por esta ley para las víctimas del conflicto armado interno, incurrirá en falta disciplinaria, cuya gravedad se determinará conforme a los criterios del artículo 47 de la ley 1952 del 2019.

	Artículo 15. Rendición de cuentas. El Departamento Administrativo de la Función Pública presentará un informe anual a las Comisiones Primeras Constitucionales del Congreso de la República, detallando el nivel de cumplimiento de las cuotas de empleabilidad y participación en el sector público de las víctimas del conflicto armado interno y recomendaciones para mejorar la aplicación y efectividad de la Ley en todos los niveles del Estado.

	Artículo 16. Vigencia y derogatorias. La presente Ley rige a partir de su promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.


Del Representante a la Cámara,



	NIXON PERDOMO JURAGARO
Ponente
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Tabla 2. Metodologia utilizada por la Corte para establecer si una norma legal cumplié con la exigencia de anilisis de impacto fiscal (art. 7 de la Ley 819 de 2003)

1. Determinar si la norma objeto de estudio ordena un gasto o establece un beneficio tributario

Si la disposicién ordena un gasto o contiene un beneficio tributario, se deben |Si la disposicién no ordena un gasto ni establece un beneficio tributario, no resulta necesario acreditar que se

cumplir los deberes especificos previstos en el articulo 7 de la Ley 819 de 2003. analiz6 su impacto fiscal.

2. Identificar quién tuvo la iniciativa legislativa

2.1. Iniciativa gubernamental 2.2. Iniciativa de los congresistas

El Gobierno debe presentar al Congreso la informacién referente tanto al impacto | Se debe establecer si: (i) en la exposicién de motivos o en los informes de ponencia se explicé el impacto fiscal

fiscal como la correspondiente a la fuente sustitutiva por disminucién de gasto o [de la medida; (ii) el MHCP rindi6 el concepto sobre el impacto fiscal de la propuesta legislativa; y (iii) el

aumentos de ingresos, seglin el anélisis y la aprobacién del MHCP. Congreso estudi6 y debatié el aludido concepto, en caso de que este se hubiera presentado.

La falta de presentacion del concepto del MHCP implica un vicio de tramite |La falta de presentacion del concepto del MHCP no genera la inconstitucionalidad de la norma analizada.

insubsanable.

2.3. Iniciativa conjunta del Gobierno y los congresistas

En estos casos, el cumplimiento de los requisitos anteriores se evalia desde un escrutinio deferente o débil. Sin embargo, ello no implica la omisién en la acreditacion de las exigencias referentes al

analisis de impacto fiscal.
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